P R O Y E C T O   D E   L E Y
El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

L  E  Y
ARTÍCULO 1º: Incorporase al Decreto-Ley 8751/77 y Modificatorias – Código de Faltas Municipales-, los artículos 47 bis y 47 ter, los que quedarán redactados de la siguiente forma:


Artículo 47 bis: En la misma audiencia, el imputado podrá solicitar la suspensión del juicio a prueba para cualquiera de las sanciones establecidas en este código. Será obligación del juez de faltas interviniente, hacerle conocer la existencia de ese derecho. 


Al presentar la solicitud, ofrecerá hacerse cargo de la reparación del daño, en la medida de lo posible, a través de la realización de un servicio en beneficio de la comunidad. Este ofrecimiento no implicará en modo alguno reconocimiento de la falta que se le endilga. El  juez de faltas decidirá sobre la razonabilidad del ofrecimiento en resolución fundada.

No corresponderá la suspensión del procedimiento a prueba en caso de reincidencia o cuando el infractor fuese un funcionario público.
Artículo 47 ter. El tiempo de la suspensión del juicio a prueba y las reglas de conducta que se deberán cumplir serán fijadas por el juez de faltas, teniendo en cuenta, la gravedad de la infracción, la ocupación del presunto imputado, entre otros elementos, a los efectos de no provocar un perjuicio mayor del que le hubiese correspondido como sanción.

Durante ese tiempo se suspenderá el curso de la prescripción de la acción.


Si durante ese plazo se le imputara la comisión de una nueva falta, la suspensión del juicio a prueba será dejada sin efecto. El cumplimiento de las reglas de conducta establecidas, como así también de los servicios comunitarios a que se obligó, extinguirá la acción, caso contrario continuará el proceso según su estado.

ARTICULO 2º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

F U N D A M E N T O S

Mediante la ley 24.316 se incorpora al Código Penal el Título XII “De la suspensión del juicio a prueba” regulando este instituto desde los artículos 76 bis hasta el 76 quater.
Como la norma lo preceptúa, la suspensión del juicio a prueba procede para delitos reprimidos con pena de prisión o reclusión cuyo máximo no exceda de tres años. Asimismo y gracias a la interpretación amplia que realiza la doctrina y la jurisprudencia en la provincia de Buenos Aires al párrafo 4º del mencionado artículo 76 bis, es actualmente posible aplicar la suspensión del juicio a prueba para delitos cuyas penas tengan hasta un máximo de seis años, limite este que divide la competencia correccional y criminal.

Esta forma alternativa de resolución de conflictos se ha adoptado prácticamente en todos los sistemas penales modernos, dando en la mayoría de los casos resultados altamente satisfactorios. En materia penal y con la implementación y puesta en funcionamiento de la suspensión del juicio a prueba, se ha optado por el denominado principio de oportunidad, el cual consiste en fijar pautas de selección respecto a cual hecho delictivo merece por el grado de lesión a bienes jurídicos tutelados mayor prioridad al momento de ser investigado, al efecto de no malgastar tiempo, recursos económicos y humanos en perseguir a supuestos autores diluyéndose los resultados dada la poca magnitud de la pena en expectativa.
En este contexto, la suspensión de juicio a prueba permite suspender el proceso, reduciéndose la actividad jurisdiccional, que podrá avocarse a causas de mayor relevancia.

La propia legislación penal procesal expresamente prevé que la detención no procederá para delitos que tengan una pena menor a tres años, así lo prevé el Art. 151 del Código de Procedimiento Penal, en su párrafo 4º al establecer que no “procederá la detención cuando al hecho imputado le corresponda una pena que no supere, en término medio, entre el mínimo y máximo previstos, los tres años de privación de libertad…”, por lo tanto resulta totalmente abusivo que un contraventor o infractor, sufra la privación de su libertad, a través del arresto, cuando para un número importante de delitos penales esto no está previsto.

Vemos por lo tanto que un amplio universo de delitos queda comprendido en esta alternativa, que mas bien se configura en un derecho que tiene el imputado de suspender el procedimiento a cambio de condiciones que deberá cumplir, entre ellas, realizar trabajos no remunerados a favor del Estado o de instituciones de bien público, como la obligación de reparar el daño causado a la víctima.

Entiendo que es sumamente beneficioso que este instituto se implemente en el propio código de faltas municipal, con las adaptaciones del caso, no solo para las penas de arresto sino también para las de amonestación, multa e inhabilitación.

El código de Faltas Municipal establece que la jurisdicción en materia de faltas será ejercida por jueces de faltas en sus respectivos partidos, y donde no existieren por el intendente municipal. Sin perjuicio de las objeciones que pueden hacerse a esta última cuestión, es necesario advertir que se lo que aquí se propone sirve como una importante herramienta que les posibilitará obtener eficaces resultados dando fin a causas que en la mayoría de los casos nunca tienen solución en la actualidad dado que las sentencias o resoluciones son apeladas ante los órganos superiores desvirtuándose así por el paso del tiempo.
En la primera oportunidad el presunto contraventor podrá hacer uso del derecho y reparar el daño ocasionado, evitando la aplicación de la sanción, beneficiándose el conjunto de la sociedad puesto que deberá realizar las tareas que le imponga el juez de faltas y reparar el daño en la medida que esto fuera posible.

Por todo lo expuesto, solicito a mis pares la sanción del presente Proyecto de Ley.

